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juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente  

 

S E N T E N C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

Comparece la parte apelante De La Vega Holdings, Inc. 

(De La Vega), el Sr. Luis De La Vega Trifilio, su esposa la    

Sra. Brenda Fernández Montes y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos, solicitando que 

revoquemos la Sentencia emitida el 24 de noviembre de 

2015. Arguyen que no procedía utilizar el mecanismo procesal 

de sentencia sumaria para disponer de la presente 

controversia, ya que existen controversias de hechos y 

cuestiones de credibilidad que ameritan la celebración de un 

juicio en su fondo.  

Por su parte, la parte apelada Banco Popular de Puerto 

Rico (BPPR) se opone y solicita la confirmación de la Sentencia 

apelada.  
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

confirmamos.  

-I- 

El 22 de mayo de 2004, la parte apelante suscribió un 

pagaré hipotecario a favor de “First Equity Mortgage Bankers, 

Inc.”, por la suma principal de $238,500.00, más intereses al 

6.50% anual y otros créditos accesorios. Para asegurar el 

pago representado en el pagaré hipotecario se constituyó una 

primera hipoteca sobre un inmueble ubicado en el Barrio 

Frailes del Municipio de Guaynabo. De La Vega es el titular 

registral de dicha propiedad.  

Al cabo unos años, El 21 de diciembre de 2011, Doral 

Bank (Doral) presentó Demanda en cobro de dinero y 

ejecución de hipoteca por la vía ordinaria contra los apelantes. 

Alegó que la parte apelante dejó de pagar las mensualidades 

vencidas desde el 1 de septiembre de 2010 hasta el presente, 

adeudando $218,938.18 de principal, más intereses al 6.50% 

anual, recargos por demora, más la cantidad de $23,850.00 

por concepto de gastos, costas y honorarios. El 11 de julio de 

2012 los apelantes presentaron su Contestación a la 

Demanda. En síntesis, aceptaron la existencia de una hipoteca 

pero negaron las cuantías reclamadas. Además, presentaron 

varias defensas afirmativas. Posteriormente, el 2 de 

noviembre de 2012, la parte apelada presentó una Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria.1 Arguyeron que de los 

documentos acompañados se desprende que la deuda es 

líquida, vencida y exigible. Por su parte, De La Vega presentó 

                                                 
1 Para la fecha en que se presentó la moción el demandante todavía era Doral 

Bank.  
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una Moción en Oposición a Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria. En la misma, la parte apelante se opuso a que se 

dictara sentencia sumaria en su contra sin que se llevase a 

cabo descubrimiento de prueba ya que existía controversia 

sobre la cuantía de la deuda y, al mismo tiempo, la parte 

apelante se encontraba en negociaciones con el departamento 

de “loss mitigation” de Doral. El 31 de mayo de 2013 el 

Tribunal de Primera Instancia emitió una Resolución 

declarando No Ha Lugar la Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria presentada por los apelados por entender que habían 

hechos materiales sobre los cuales existía controversia y 

porque habían asuntos de credibilidad que convenían dirimirse 

en un juicio en su fondo.2    

Posteriormente, la parte apelante realizó descubrimiento 

de prueba mediante interrogatorios y requerimientos de 

documentos y admisiones. Durante el transcurso del caso 

Doral fue cerrado por el “Federal Deposit Insurance 

Corporation” (FDIC). El 23 de abril de 2014 la parte apelada 

radicó una Moción Urgente en Solicitud de Sustitución           

de Parte Demandante para sustituir a Doral por BPPR,     

quien alegó pasó a ser el tenedor de buena fe del Pagaré.3 En 

respuesta, el 1 de mayo de 2014, los apelantes presentaron 

Réplica en Oposición a Moción Urgente en Solicitud de 

Sustitución de Parte Demandante y Reclamo del Derecho al 

Retracto Litigioso.4 En la misma, los apelantes invocaron su 

derecho a ejercitar el retracto de crédito litigioso, según 

establecido en el Artículo 1425 del Código Civil, 31 L.P.R.A. 

                                                 
2 Véase Apéndice págs. 23-28.  
3 Véase Apéndice págs. 29-30.  
4 Véase Apéndice págs. 31-33.  
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3950. Invitaron al Tribunal a que ordenara a Doral a 

informarles a los apelantes el precio de la venta del crédito 

litigioso antes de proceder con la sustitución de la parte. El 16 

de mayo de 2014, el Foro primario ordenó a la parte apelada 

a expresarse respecto a la Réplica presentada por los 

apelantes. En su Moción en Cumplimiento de Orden los 

apelados alegaron que no hubo venta ni cesión de crédito 

entre Doral y BPPR, por lo cual era inaplicable el retracto de 

crédito litigioso. Aclararon  que el Pagaré objeto del presente 

litigio fue adquirido por BPPR en la transacción de compra de 

activos del banco fallido Westernbank, llevada a cabo en el 

año 2010. Alegaron que BPPR ha sido el dueño del préstamo 

desde el 30 de abril de 2010, y que Doral sólo ofrecía los 

servicios de administración de préstamos (“servicing”) desde 

la adquisición del mismo hasta abril de 2014, fecha en que la 

administración del préstamo fue transferida a BPPR.  

Transcurrido casi un año desde el último trámite, 

mediante escrito fechado al 13 de febrero de 2015 la parte 

apelada presentó nuevamente una Moción Solicitando 

Sentencia Sumaria.5 La misma era esencialmente idéntica a la 

primera solicitud de sentencia sumaria. La parte apelante se 

opuso mediante escrito titulado Oposición a Moción 

Solicitando Sentencia Sumaria. En esencia, la parte apelante 

reprodujo las  defensas bosquejadas en su oposición a la 

primera solicitud para que se dictara sentencia sumaria 

presentada por la parte apelada en el año 2014. Además, por 

primera vez la parte apelante trata de impugnar el tracto de 

posesión del Pagaré en disputa. Señala que el Pagaré contiene 

                                                 
5 Véase Apéndice págs. 39-47. 
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al menos tres (3) endosos sin fechas que impiden que surja 

con claridad que BPPR sea el tenedor de buena fe del mismo. 

Meses más tarde, sin aun haberse resuelto la segunda moción 

de sentencia sumaria, la parte apelada presentó Moción 

Reiterando Solicitud de “Moción Solicitando Sentencia 

Sumaria” radicada el día primero de marzo de 2015. La parte 

apelante ripostó con una Moción Solicitando Término 

presentada el 25 de noviembre de 2015. Por último, el 

Tribunal dictó Sentencia sumariamente el 24 de noviembre de 

2015.6 En apretada síntesis, el Foro apelado determinó que, 

luego de examinar exhaustivamente el expediente del caso, la 

deuda era líquida, vencida y exigible. BPPR es el tenedor de 

buena fe del Pagaré endosado a su favor y, debido a que BPPR 

adquirió los activos del FDIC, la figura de retracto de crédito 

litigioso no es aplicable.  

Contando con la comparecencia de ambas pates en el 

presente litigio, esbozamos el derecho aplicable. 

-II- 

A. La Sentencia Sumaria  

 

El mecanismo procesal de sentencia sumaria tiene como 

finalidad la solución justa, rápida y económica de litigios 

civiles que no contengan controversias genuinas de hechos 

materiales. Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 D.P.R. 

113, 128 (2012). En síntesis, procede dictar sentencia 

sumariamente cuando de la evidencia no surjan controversias 

reales y sustanciales sobre hechos esenciales y pertinentes y, 

además, está fundamentada en el derecho sustantivo.  

                                                 
6 Véase Apéndice págs. 63-82.  
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La Regla 36.3 de Procedimiento Civil de 2009, 32 

L.P.R.A. Ap. V., impone ciertos requisitos tanto a la parte que 

promueve la sentencia sumaria, como a aquella que se opone. 

En lo que respecta a los hechos relevantes sobre los cuales la 

parte promovente aduce no existe controversia sustancial, 

ésta viene obligada a desglosarlos en párrafos debidamente 

numerados y, para cada uno de ellos, especificar la página o 

párrafo de la declaración jurada u otra prueba admisible en 

evidencia que lo apoya. Regla 36.3(a)(4) de Procedimiento 

Civil de 2009, supra. Contrariamente, la parte que se oponga 

tiene el deber de citar específicamente los párrafos según 

enumerados por el promovente que entiende están en 

controversia y, para cada uno de los que pretende 

controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene su 

impugnación con cita a la página o sección pertinente. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 186 D.P.R. a las págs. 432-

433. El incumplimiento con estos requisitos tendrá el efecto 

de darle la potestad al tribunal de considerar los hechos, 

controvertidos o incontrovertidos, dependiendo de la parte 

incumpla. Inclusive, la nueva normativa le concede al tribunal 

la potestad de excluir aquellos hechos propuestos por 

cualquiera de las partes que no hayan sido debidamente 

numerados o que no tengan correlación específica a la 

evidencia admisible que supuestamente los sostiene. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 186 D.P.R. a las pág. 433. 

Los tribunales apelativos están en la misma posición que 

los tribunales primarios a la hora de revisar denegatorias o 

concesiones de mociones de sentencia sumaria. A esos 
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efectos nuestro más Alto Foro ha establecido el estándar de 

revisión específico que el Tribunal Apelativo debe utilizar. La 

metodología que transcribiremos a continuación fue hilvanada 

en el normativo Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío 

International Corporation, 193 DPR ___ (2015). El proceso 

será el siguiente: 

Primero, reafirmamos lo que establecimos en 

Vera v. Dr. Bravo, supra, a saber: el Tribunal de 
Apelaciones se encuentra en la misma posición del 

Tribunal de Primera Instancia al momento de revisar 
Solicitudes de Sentencia Sumaria. En ese sentido, 

está regido por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 
supra, y aplicará los mismos criterios que esa regla y 

la jurisprudencia le exigen al foro primario. 
Obviamente, el foro apelativo intermedio estará 

limitado en el sentido de que no puede tomar en 
consideración evidencia que las partes no 

presentaron ante el Tribunal de Primera Instancia y 

no puede adjudicar los hechos materiales en 
controversia, ya que ello le compete al foro primario 

luego de celebrado un juicio en su fondo. La revisión 
del Tribunal de Apelaciones es una de novo y debe 

examinar el expediente de la manera más favorable 
a favor de la parte que se opuso a la Moción de 

Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a 
cabo todas las inferencias permisibles a su favor.  

Segundo, por estar en la misma posición que 
el foro primario, el Tribunal de Apelaciones debe 

revisar que tanto la Moción de Sentencia Sumaria 
como su Oposición cumplan con los requisitos de 

forma codificados en la Regla 36 de Procedimiento 
Civil, supra, y discutidos en SLG Zapata-Rivera v. JF 

Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una 
Sentencia dictada sumariamente, el Tribunal de 

Apelaciones debe revisar si en realidad existen 
hechos materiales en controversia. De haberlos, el 

foro apelativo intermedio tiene que cumplir con 
la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil y debe exponer concretamente cuáles 
hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos. 
Esta determinación puede hacerse en la Sentencia 

que disponga del caso y puede hacer referencia al 
listado numerado de hechos incontrovertidos que 

emitió el foro primario en su Sentencia.   
Cuarto, y por último, de encontrar que     los 

hechos materiales realmente están incontrovertidos, 

el foro apelativo intermedio procederá entonces a 
revisar de novo si el Tribunal de Primera Instancia 

aplicó correctamente el Derecho a la controversia. 
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 Resumiendo, el Tribunal de Apelaciones hará una 

revisión de novo en cuanto al cumplimiento con los requisitos 

de forma de la solicitud de sentencia sumaria y su respectiva 

oposición, revisará si existen hechos en controversia y, por 

último, si la aplicación del derecho fue correcta.     

B. La Hipoteca 

 La hipoteca es, en esencia, una garantía de naturaleza 

real, que se distingue por ser siempre accesoria y por 

garantizar el cumplimiento de una deuda de dinero. Vázquez 

Santiago v. Registrador, 137 D.P.R. 384, 388 (1994). El 

derecho de hipoteca es de carácter constitutivo y para que 

dicha constitución se dé, es indispensable que la hipoteca se 

haya acordado en escritura pública y conste inscrita en          

el Registro de la Propiedad. Rosario Pérez v. Registrador,    

115 D.P.R. 491, 493 (1984); S.J. Credit, Inc. v. Ramírez,    

113 D.P.R. 181, 188-89 (1982). 

 En cuanto a la acción de ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria, ésta es una de naturaleza mixta que incluye la 

reclamación de índole personal y la real. First Fed. Savs. v. 

Nazario et als., 138 D.P.R. 872, 879 (1995). Ello implica que 

el acreedor puede optar por tratar de obtener la satisfacción 

de la sentencia que sea dictada en reconocimiento de su 

crédito mediante requerimiento personal al deudor o mediante 

la ejecución de la garantía hipotecaria. 

-III- 

En el presente caso el Tribunal de Primera Instancia 

dictó Sentencia sumariamente a favor de la parte apelada 

BPPR. Asimismo, luego de revisar el expediente del caso, 
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concluimos que la parte apelante no cumplió con los requisitos 

de forma necesarios en su Oposición a Moción Solicitando 

Sentencia Sumaria. De La Vega no controvirtió conforme a 

derecho los hechos materiales propuestos por BPPR en su 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria. La parte apelante se 

limitó a reproducir su teoría del caso y los fundamentos que 

en derecho apoyan su reclamación. Específicamente la parte 

apelante naufragó al no correlacionar su versión de los hechos 

con evidencia admisible que, a su vez, controvirtiera los 

hechos propuestos por BPPR en los párrafos numerados de su 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria. Ante este escenario, el 

Foro apelado concluyó incontrovertidas las determinaciones de 

hechos propuestas por BPPR y dictó Sentencia sumariamente.  

Aunque en el proceso de considerar una solicitud de 

sentencia sumaria el tribunal retiene la discreción de examinar 

evidencia admisible que obre en los autos, pero que ha sido 

omitida por las partes, éste no viene obligado a hacerlo. 

Además, puede conforme al estado de derecho actual, obviar 

material que las propias partes hayan pasado por alto en sus 

escritos y resolver estrictamente a base de lo que haya sido 

presentado obedeciendo el método procesal consignado en la 

nueva Regla 36.3 de Procedimiento Civil de 2009, supra. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 186 D.P.R. a la pág. 433.  

 Ahora bien, luego de concluir que la parte apelante no 

observó los requisitos de forma necesarios en su Oposición a 

Moción Solicitando Sentencia Sumaria, el próximo paso es 

revisar si en realidad existen hechos materiales en 

controversia. De existir hechos en controversia, este Tribunal 
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viene obligado a exponer concretamente los mismos, así como 

aquellos que sobre los cuales no existe controversia. Luego de 

inspeccionar el expediente y la Sentencia, este Foro ultima 

incontrovertidos los hechos según aparecen enumerados en 

las determinaciones de hechos de la Sentencia.7   

 Por último, concluimos que la aplicación del derecho fue 

acertada. En su escrito de Apelación De La Vega señala la 

comisión de un (1) solo error. Opina que erró el Tribunal de 

Primera Instancia al dictar sentencia sumaria a favor del 

demandante ya que existen controversias de hecho y asuntos 

de credibilidad que deben dirimirse en un juicio en su fondo. 

No se cometió el error. Como parte del descubrimiento de 

prueba y de los documentos ofrecidos por las partes, este 

Tribunal cuenta con la siguiente documentación: 

1. Pagaré suscrito por los apelantes el 22 de mayo 
de 2004 por la suma principal de $238,500.00 

de principal e intereses al 6.5%.  

2. Escritura Pública de constitución de primera 
hipoteca otorgada por los apelantes.  

3. Estudio de Título juramentado. 
4. Estados de cuenta hipotecarios.  

5. Cartas de la Unidad de Mitigación de Perdidas 
de BPPR.  

Con tan solo la documentación presentada podemos 

llegar a la conclusión que hoy ostentamos. De entrada,          

la parte apelante acepta la existencia de una deuda.           

Los apelantes dejaron de pagar las mensualidades 

correspondientes desde el 1 de septiembre de 2010. De 

acuerdo con los términos y condiciones del contrato de 

hipoteca suscrito entre las partes, ante la falta de pago por los 

apelantes el acreedor tiene la potestad de declarar vencida la 

                                                 
7 Véase Apéndice págs. 64-65, Sentencia.  
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deuda en su totalidad. BPPR declaró la deuda vencida.8 

Durante el proceso, De La Vega acudió a los departamentos 

de mitigación de pérdidas de Doral y luego de BPPR. Allí 

intentaron lograr algún acuerdo que les permitiera a los 

apelantes retener la propiedad dada en garantía, pero los 

esfuerzos no rindieron frutos. BPPR procedió a liquidar la 

deuda pendiente y a reclamar su acreencia por la vía judicial. 

De los propios documentos sometidos por la parte apelante en 

su escrito de Apelación se desprende que la cantidad 

adeudada es idéntica a la cantidad reclamada por BPPR y 

concedida por el Tribunal de Primera Instancia en la Sentencia 

apelada.9  

Por otro lado, la parte apelante no especifica cuáles son 

los asuntos de credibilidad que justifiquen la celebración de un 

juicio en su fondo.  

Finalmente, luego de revisar el expediente del caso y los 

documentos que allí obran de la manera favorable hacia la 

parte que se opuso a que se dictara Sentencia sumariamente, 

concluimos que el Foro apelado acertó en su dictamen.  

Por los fundamentos esbozados anteriormente se 

confirma la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
8 Aclaramos que fue Doral quien declaró la deuda vencida mientras fungía 

como “servicer” de BPPR. 
9 Véase Apéndice pág. 87. 


